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Rosario,   de mayo de 2011.-

Y VISTOS: Los presentes caratulados “BASTER, HORACIO Y TONIOLLI, EDUARDO c/ ESTADO PROVINCIAL DE SANTA FE s/ ACCIÓN DE AMPARO”, Expte.Nº76/11, venidos a despacho para resolver.

A fs.3 comparecen los actores, a través de su apoderado, promoviendo demanda de amparo, contra el Estado de la Provincia de Santa Fe, pretendiendo que se ordene a la accionada que se abstenga de aplicar la ley del Sistema de Boleta Único (SBU) y unificación del Padrón Electoral, ley 13.156 decretos 2538/10 y 2892/10, por ser la misma contraria a la Constitución Provincial y Nacional, en su letra y en su espíritu.

Señalan que interponen la acción contra la norma en su integridad, por resultar la misma un “sistema”, una unidad, aunque no advierten inconstitucionalidad alguna en el Art.14 del citado cuerpo legal, relativo a la unificación del padrón electoral.

Solicitan que se les aseguren los principios constitucionales a la igualdad, a la no discriminación, a la libertad y a la legitimidad.

Manifiestan que la norma impugnada afecta en forma concreta y efectiva, actual o inminente, a su parte en sus derechos fundamentales, entre ellos: el derecho electoral activo y pasivo, el sufragio y sus garantías, también afecta a los partidos políticos e indirectamente a su parte en su calidad de afiliados.

Finalmente, indican, la norma en cuestión afecta a su parte por ser la misma conculcatoria de los principios de razonabilidad y oportunidad dispuestos constitucionalmente.

Refieren que luego de la reforma de la Constitución Nacional en el año 1994, son admitidos por el segundo párrafo del Art.43, los llamados derechos de tercera generación, en materia de legitimación procesal, entendiendo a estos como derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, siendo tal supuesto el caso de autos, ya que la discriminación efectuada por la ley impugnada a personas analfabetas, semianalfabetas, disminuidas visualmente y ancianos agravian a su parte pero también agravian derechos individuales homogéneos, debiendo provocar los efectos de la presente acción los efectos de la cosa juzgada “erga omnes”.

Señalan que se encuentran reunidos los requisitos formales de admisibilidad exigidos por la ley 10.456, afirmando que no existe otra vía eficaz para el fin propuesto, encontrándose legitimados por su calidad de ciudadanos provincianos, inscriptos en el Registro Cívico Electoral o Padrón Electoral.

De igual manera señalan que tienen legitimación en la causa por ser titulares de un derecho subjetivo material que ha sido vulnerado.

Sostienen que las leyes impugnadas constituyen normas sin razón, siendo un capricho legislativo, y en consecuencia arbitrarias, conllevando su vigencia a un exceso legal manifiesto.

Afirman que en verdad el sistema electoral provincial consagró la mal llamada “boleta única” cuando debió llamarla “Boletas únicas”, ya que cuando su parte concurra al acto eleccionario recibirán no una, sino cinco boletas, cada una de las cuales contendrán a todos los candidatos que compiten por el cargo, y cada una será de color de papel distinto, identificando las boletas de Gobernador, Senador e Intendente a los candidatos por sus fotos.

Finalmente, señala, las boletas de Diputados y Concejales sólo consignarán los primeros tres nombres de la lista y el resto de las listas completas serán publicadas en afiches o carteles de exhibición obligatoria.

Sostienen que de la lectura del texto legal surge que no todos los candidatos tienen un trato igualitario, ya que algunos tendrán su foto y otros no, y en otras boletas sólo figurarán 3 candidatos y no los representantes.

Señalan que este tratamiento desigualitario para los candidatos, es por sí sólo violatorio del principio de igualdad que consagra la Constitución Provincial a la vez de ser arbitrario y falto de razón.

Manifiestan que concretamente el Sr. Toniolli será candidato, y que la nueva ley lo lesiona por que no le asegura un elemental derecho, de que su nombre figure en la boleta, razón por la cual un número importante de electores no lo votará. Asimismo tampoco la boleta llevará su foto, lo cual considera una discriminación, señalando que no hay verdadera libertad de elección si el sistema atacado propone desigualdad entre los candidatos.

Arguyen que la razonabilidad es un estándar axiológico exigente que manda a actuar con razón so pena de violar la constitución. Afirman que la ley 13.156 es irrazonable y por lo tanto arbitraria, ya que no es superadora de la anterior de múltiples boletas y genera confusión y escollos insalvables al ejercicio de la democracia..

Entre otras cuestiones, destacan que la irracionalidad de la ley puede observarse en relación a que: a) la mayor complejidad da menor garantía de asegurar la expresión popular en los comicios, ya que los votantes se encontrarán al entrar al cuarto oscuro, lo encontrarán multiplicado por cinco y con las boletas en sus manos, lo cual será sumamente confuso y por ello no asegurará la fidelidad del acto, quedando el votante abrumado frente al escenario de formularios a llenar que se le proponen. De esta manera, afirma, el votante saldrá con la sensación de no saber por quien votó; b) mayores gastos: ya que sostienen que el gasto probablemente será mayor, ya que el costo de imprimir a color será mayor, a lo cual debe agregarse el costo de la campaña de difusión; c) el desconocimiento de los candidatos por los votantes: ya que afirman que el nuevo sistema no asegura que los votantes conozcan al candidato, ya que identificar a una persona por la foto no es lo mismo que conocer al candidato, como así también cuestionan que respecto a los candidatos que no tienen foto ni nombre en la boleta el elector no sabrá efectivamente a quien ha votado; d) voto en blanco: ya que el sistema prevé un casillero para el voto en blanco, pero si se devuelve el voto sin marcas, el boto es nulo, lo cual a su criterio constituye un error conceptual, a la par de alterar el resultado electoral, ya que es sentido común que el voto en blanco es no hacer; e) favorecimiento del fraude, ya que a través de posibles marcas especiales en el voto se hace posible el pago del voto contra una marca especial; f) lesión a los partidos políticos: ya que el nuevo sistema favorece el individualismo, en desmedro de la representación partidaria, ya que cuando un elector votaba en una sola boleta, perteneciente a un solo partido político o frente de partidos votaba un proyecto político, votando ahora individuos; g) discriminación a analfabetos y semianalfabetos, ancianos y personas disminuidas visualmente: ya que en efecto ese amplio espectro de ciudadanos no podrán marcar la boleta, ya que antes se solicitaba a alguien de su confianza la preparación de la boleta para llevarla en el bolsillo, lo cual no podrán hacer ahora; h) No videntes que desconocen el sistema braile: señalando que la solución aportada para estos casos consiste en hacerles “cantar” el voto a los electores, ya que en realidad terminarán o bien cantando el voto o bien marcándoselo el Presidente o un Fiscal, o bien directamente estas personas no irán a votar; j) Favorecimiento a una elite adinerada y mediática: ya que con el nuevo sistema se favorecerá a los candidatos que tienen dinero, los que tengan cara más conocida por los medios, que sepan manejarse con soltura en la TV o en la Radio y que desplieguen un discurso más simpático en la comunicación masiva; k) disparatado tamaño de las boletas: señalando que en el supuesto muy probable que en las próximas elecciones se presenten la misma cantidad de candidatos a concejales el SBU deberá comprender a 72 nóminas con los primeros 3 nombres, lo cual alcanzará la dimensión de 1,45 mts por 22 cm, debiendo colocarlo luego en una urna del tamaño de una bañera, lo cual resulta ilógico.

Asimismo sostienen que el SBU es irrazonable por inoportuno, señalando que las elecciones primarias se celebrarán el 22 de mayo de 2011 y las generales el 24 de julio de 2011, no existiendo tiempo material para divulgar, mejorar y publicitar el sistema electoral.

En virtud de lo expuesto, solicitan que oportunamente se acoja la demanda ordenando al Poder Ejecutivo Provincial se abstenga de aplicar la ley 13.156 del Sistema de Boleta Único y Unificación del Padrón Electoral, con la excepción del art.14.

Corrido que fuera traslado de la demanda, contesta la demandada a fs. 50/59, solicitando el rechazo del amparo.

Preliminarmente señala que el sistema de sufragio seleccionado por el legislador de la ley 13.156, resulta de una confluencia de argumentos  en donde juega el arbitrio político, entendido como  la observación de legisladores que conforman la mayoría de un cuerpo, respecto de lo que entienden modalidades aptas para la transparencia de la oferta electoral al ciudadano.

Indica que en el presente caso nos encontramos ante una decisión de mérito del legislador sobre lo que considera el sistema más apto, dentro de un escenario de herramientas alternativas para la emisión del sufragio.

Sostiene que esa característica de decisión hace que el escrutinio de constitucionalidad tenga mayores limitaciones, ya que sólo será admisible cuando se verifica una manifiesta irrazonabilidad de la decisión, conforme fuera sostenido por el máximo tribunal nacional.

Manifiesta que los actores sostienen que son titulares de derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, citando el precedente “Halabi” de la Corte Nacional, pero nunca requieren la aplicación del trámite delineado en sus rasgos más característicos por la Corte en dicho fallo. Sostiene que a las claras la acción de amparo resulta entonces inadmisible, justamente porque la Corte ha delineado un proceso que si bien no ha sido regulado, conforme su doctrina resulta ya operativo por devenir justamente de la garantía del art.43 de la C.N. que tiene características propias y diferenciadas de esta acción constitucional excepcional.

Señala que se pretende otorgar a una hipotética sentencia favorable un efecto “erga omnes” aún cuando la propia Corte ha recordado que no existe juez en nuestro país con potestad suficiente para derogar una ley a través de sus sentencias, justamente porque tal acto de suma gravedad atenta contra el principio de división de poderes y el control difuso de constitucionalidad.

En relación a la inconsistencia general del planteo, sostiene que las afirmaciones realizadas son meras especulaciones sin base científica o técnica, que terminan tornando el planteo incoherente. Así señala respecto de las consideraciones en relación a las personas con dificultades visuales, que resultan inconsistentes de momento que éstas personas tenían las mismas o mayores dificultades con el sistema anterior, donde enfrentaban la necesidad de reunir una multiplicidad de boletas entre cientos existentes en las mesas electorales para completar su voto.

Tampoco tiene razonabilidad, afirma, el cuestionamiento respecto de los medios de publicidad mediante afiches o carteles, cuando es notorio que tal medio amplio escritural facilita la lectura y el conocimiento respecto de la impresión reducida del cuerpo de las boletas.

Afirma que el control de constitucionalidad no puede realizarse sobre la selección buena o mala que efectuó el legislador sobre distintas alternativas, sino únicamente valorar si la escogida es manifiestamente irrazonable o no. Sin perjuicio de ello señala que resultan carentes de sustento las afirmaciones vinculadas a la proximidad del acto, y el impacto negativo que le asigna a la función de los partidos políticos.

Refiere a que el proceso de sanción de la ley contó con amplia aceptación de todos los sectores políticos.

Sostiene que la norma no resulta violatoria del principio de igualdad ni el de libertad y no configura un supuesto de discriminación arbitraria, ya que señala que la circunstancia de que algunos candidatos resulten identificados no sólo con su nombre sino también por su foto hace a una mejor individualización para el elector, siendo la limitación de la cantidad de candidatos que figuran en las boletas no sólo práctica sino también imperiosa, indicando que el orden de los candidatos que sí figuran en la boleta depende de una decisión estrictamente partidaria.

No se observa entonces, a su criterio, discriminación arbitraria a ningún candidato, ni tampoco se discrimina a personas analfabetas, ancianas ni a disminuidos visuales, ya que se prevé un mecanismo de ayuda a los efectos de que los mismos emitan su sufragio.

Sostiene que tampoco se violenta la libertad del ciudadano de elegir, la cual no se configura entre los candidatos incluidos en la boleta y los que sólo figuran en los afiches, porque no puede olvidarse que las libertades políticas no son absolutas, pudiendo quedar dicho ejercicio sujeto a una reglamentación razonable.

En relación a la razonabilidad de la ley impugnada, señala, citando a Bidart Campos, que lo irracional es lo que conculca la Constitución, lo anticonstitucional. Así califica de dogmáticos los argumentos expuestos en relación a los mayores costos del sistema, los cuales no justifica con estadísticas; el argumento elitista, ya que la publicidad de los candidatos se sustenta, entre otros recursos en el aporte estatal, como así también el argumento de que este sistema favorece el fraude sino que por el contrario, lo que se pretende es justamente evitarlo, erradicando viejas costumbres.

Por último sostiene que en relación a la oportunidad de la ley 13.156, el nuevo sistema lleva ya varios meses desde su reglamentación, siendo difundida su aplicación mediante radio y televisión, como asimismo mediante una página Web, encontrándose satisfecho el tiempo necesario para educar a los electores sobre el nuevo sistema.

Por lo cual solicita se rechace la demanda incoada, con costas. 

No existiendo escritos sueltos pendientes de agregación, y solicitado por los amparistas el dictado de sentencia, quedan los presentes en condiciones de resolver.

Y CONSIDERANDO: I. Mediante la acción de amparo intentada, los actores persiguen la declaración de inconstitucionalidad del sistema electoral adoptado mediante ley 13.156 (con excepción de la unificación del padrón electoral dispuesta en el artículo 14) en tanto lo consideran conculcatorio de derechos constitucionalmente garantizados como el derecho electoral activo y pasivo y el derecho al sufragio. Asimismo, entienden conculcados en el caso los principios de razonabilidad, de igualdad, libertad y no discriminación en base a los argumentos ya reseñados en el relato precedente.

Entienden, además, que en el caso se encuentran comprometidos intereses individuales homogéneos resultando, en su opinión, de aplicación los criterios establecidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Halabi” debiendo, entonces, asignarse efectos expansivos a la sentencia a dictar. 

La índole de los planteos impone recordar una trascendente directriz de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación  dirigida a todos los jueces enfatizando que la misión más delicada de la Justicia es la de saberse mantener dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes en el marco de las atribuciones y deberes que nuestro ordenamiento constitucional y legal les asigna como propias pues, al ser el llamado para sostener la Constitución, un poder que avance en desmedro de las facultades de los demás revestiría la mayor gravedad para la armonía y el orden público  (Fallos: 308:1848; 322:1988; 328:3573; 329:1723 -voto de los Dres. Zaffaroni y Fayt-, entre muchos otros).

Tal criterio reviste más importancia aún en el caso si partimos de considerar que se trata de una ley regulatoria de diversos aspectos de los comicios provinciales (de vital peso específico en el funcionamiento de nuestro sistema político) sancionada, como es de público y notorio conocimiento, con el consenso mayoritario de la casi totalidad de las fuerzas políticas con representación en nuestra Legislatura.

Es que no debe soslayarse que, según lo ha entendido la más reputada doctrina especializada, la inconstitucionalidad sólo debe declararse cuando resulta imposible hacer compatible una norma o un acto estatales con las normas de la Constitución; por eso, antes de declarar la inconstitucionalidad hay que hacer el esfuerzo de procurar la interpretación que concilie aquellas normas o actos estatales con la Constitución (Bidart Campos, Germán, "Tratado elemental de Derecho Constitucional Argentino", T. I-A, 1999/2000, p. 382).

II. Los amparistas esgrimen un diverso orden de agravios en su intento por demostrar la incompatibilidad constitucional del régimen que impugnan. 

Así, varios de los cuestionamientos se enderezan a acreditar la irrazonabilidad de la normativa aduciendo que se ha adoptado un sistema de mayor complejidad y menor garantía para asegurar la expresión de la voluntad popular; que importa una mayor erogación presupuestaria; que impide conocer los candidatos al no figurar la totalidad de los integrantes de una lista en la boleta; que favorecería las posibilidades de fraude al facilitar, a su criterio, el “voto comprado”; que propiciaría el individualismo disminuyendo la importancia de los partidos políticos y favoreciendo a una elite adinerada y mediática; y que demostraría, además, su sinrazón por el tamaño disparatado de las boletas electorales.

Sabido es que nuestra Corte Suprema de Justicia nacional, tradicionalmente, ha distinguido tres niveles de razonabilidad: normativo, técnico y axiológico. Ello significa que para aprobar el test de razonabilidad la norma analizada debe mantener coherencia con las reglas constitucionales; debe adecuar los fines postulados con los medios que planifica para lograrlos; y debe dar soluciones equitativas, que armonicen con el marco axiológico que surge de la Constitución y con los principios filosóficos, políticos, sociales y culturales a los cuales se halla ligada la sociedad política en la cual la norma debe regir.  

Concretamente, quien persigue la declaración de inconstitucionalidad de un régimen con base en su irrazonabilidad debe demostrar acabadamente que la normativa cuestionada no supera el examen o test recién descripto.

En el caso en análisis los agravios descriptos ut supra, antes que acreditar una irrazonabilidad e inconstitucionalidad palmaria, parecen más bien traducir una profunda discrepancia de criterios políticos sobre el modo de implementar una reforma electoral en el ámbito de nuestra Provincia. 

Es que, en primer lugar, los actores no logran siquiera acreditar que el legislador se haya apartado, al delinear en el título I de la ley 13.156 el modo de realización de los procesos electorales de autoridades electivas provinciales, municipales y comunales, del marco de posibilidades regulatorias que le brinda la Constitución provincial (y también el bloque de constitucionalidad federal) en el tema.   

En segundo lugar, las alegaciones de una supuesta mayor complejidad del sistema, de la generación de un mayor gasto, de la antipráctica (a criterio de los actores) reglamentación del voto en blanco, de la posibilidad de favorecer conductas fraudulentas, de la inadecuada presentación de la oferta de candidatos a los electores y del favorecimiento del individualismo y de una elite adinerada y mediática, no aparecen fundadas en argumentaciones  ni en hechos o elementos que los demuestren acabadamente ni logran persuadir acerca de una probada y grave inadecuación entre los fines invocados por el legislador a la hora de delinear la reforma electoral y los medios que se han previsto legislativamente para lograrlos.

  Así, la posibilidad de voto en blanco está expresamente prevista en el sistema (art. 2 inc. “j”) y puede ser elegida por el elector con un mínimo de diligencia (acorde a la trascendencia política que tiene el acto del sufragio); los distintos integrantes de las listas oficializadas pueden ser conocidos por los electores en el acto comicial por los afiches que deben ser colocados en lugar visible del local del comicio y dentro de los cuartos oscuros (arts. 5 y 6); la problemática del clientelismo político responde a causas complejas y profundas que lejos está una simple ley electoral de solucionar, aunque en el discurso público de los legisladores que propiciaron la sanción del nuevo régimen se aclaró que tiende a neutralizar ciertas prácticas distintas de las señaladas aquí por los actores que habrían sido facilitadas por el sistema anterior; la supuesta hegemonía de candidatos adinerados o mediáticos, además de no estar demostrada, en rigor remite a la difícil cuestión del financiamiento de la política, sus límites y controles, temática, en principio, ajena a la reglamentación del acto comicial que es el objeto directo de la legislación cuestionada.

Tampoco, como surge de los originales de los ejemplares remitidos por el Tribunal Electoral que ahora tengo a la vista, se ha acreditado que el tamaño de las boletas resulte disparatado o absurdo a punto tal de obstaculizar severamente el ejercicio del sufragio. Ello sin dejar de advertir que la diferencia de tamaño con las boletas que hasta el presente se han venido utilizando es ciertamente considerable y que en categorías donde es numerosa la cantidad de postulantes (tal es el caso de la elección de candidatos a concejal) el elector se enfrentará al difícil trance de individualizar al candidato elegido entre hasta 37 opciones apiñadas en una sola boleta.

Ni, por último, existe elemento alguno que permita, siquiera indiciariamente, acreditar el mayor gasto presupuestario alegado, aspecto que, por lo demás, de por sí no sugiere hipótesis alguna de inconstitucionalidad habida cuenta que es ciertamente factible que cualquier reforma que se encare en cualquier área del accionar estatal insuma mayores recursos de los que se venían utilizando con anterioridad.     

En definitiva, y como ya se adelantó, no se advierte, más allá de la diferencia de opinión y criterio que exteriorizan los actores,  que los medios previstos en la ley resulten inadecuados a los objetivos que el legislador pretende perseguir en materia electoral ni mucho menos que desvirtúen o frustren los propósitos fijados por el constituyente en esta trascendental área de nuestro derecho público. 

Tampoco puede olvidarse que la Corte Nacional inveteradamente ha sostenido que a la justicia no le compete verificar el acierto o la desventaja de una norma, o entrar a meritar su bondad o procedencia (Fallos: 261:409) pues ello significaría ingresar en un territorio sometido al arbitrio discrecional del legislador, es decir, inmiscuirse en una competencia reservada para éste, como es adoptar una política legislativa (Fallos: 290:245).

Como bien señala Néstor Sagüés “la misión del Poder Judicial estriba en averiguar si la ley reglamentaria de un derecho constitucional está dentro de las posibilidades de regulación que brinda la Constitución al Congreso y no en indicarle a éste cuál es la hipótesis más recomendable de reglamentación” (autor citado, “Elementos de Derecho Constitucional”, Bs. As., Astrea, 3ª edición actualizada y ampliada, 2001, T. II. Págs.. 884 y 885).   

III. Párrafo aparte merecen las supuestas discriminaciones inconstitucionales que los amparistas pretenden advertir en la normativa que cuestionan.

Así, por una parte, alegan que el sistema pergeñado legislativamente afecta el derecho al sufragio de las personas analfabetas, semianalfabetas, disminuidos visualmente, ancianos y no videntes que no conocen el sistema Braille. Por otra parte, y con referencia al derecho electoral pasivo, encuentran una discriminación irrazonable ejercida sobre aquellos candidatos cuya foto y cuyos nombres no figuran en la boleta única electoral.

Bien nos explicaba el recordado Carlos Colautti que “en un primer momento el concepto de igualdad se circunscribió a la igualdad ante la ley. Sólo después de la segunda guerra mundial el concepto comenzó a implicar la igualdad de oportunidades que presupone acciones positivas por parte del Estado. Hoy el nuevo nombre de la igualdad es la no discriminación” (autor citado, “Derechos Humanos Constitucionales”, Bs. As., Rubinzal Culzoni, 1999, pág. 19).

La más actualizada doctrina sostiene sobre este punto que “el derecho a la no discriminación configura una evolución normativa y simbólica del principio de igualdad. Normativa en la medida que se positiviza en Constituciones e Instrumentos Internacionales adquiriendo el status de derecho fundamental y derecho humano con un contenido constitucional protegido determinado por la interdicción de ciertos criterios, clasificaciones o categorías. Simbólica, por cuanto permite la construcción de una subjetividad ante la Ley a partir del resguardo de ciertas particularidades que originarias o adquiridas permiten a las personas ser ellas mismas ante los Otros y ante la Ley (justamente lo que persigue la discriminación es implantar en la subjetividad del apartado 'una conciencia' de aceptación del padecimiento que sufre como una consecuencia natural de su ser o de su elección) y evita la soledad o vacío existencial (individual o grupal) de la persona transformada en tabú que ante la discriminación encuentra el acompañamiento de la Ley”. “El derecho a la no discriminación se configura como un derecho que posibilita el pleno ejercicio de otros derechos. No es un derecho en sí mismo, sino un derecho tuitivo de otros derechos. Por dicho motivo, en un Estado constitucional de derecho, cumple el rol de una norma de cierre del paradigma por cuanto reconduce la expansión o retracción del sistema de derechos bajo los condicionamientos de su contenido constitucional protegido”  (Gil Domínguez, Andrés, “Derecho a la no discriminación y control de constitucionalidad”, LL, 2009-C, 914).

En un reciente pronunciamiento, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha enfatizado que los contornos del principio de igualdad y prohibición de toda clase de discriminación sobre la base de la dignidad humana, presente en la Constitución argentina desde sus orígenes (art. 16), se reafirmaron y profundizaron por el derecho internacional de los derechos humanos y los instrumentos internacionales emergentes del mismo que desde 1994 tienen jerarquía constitucional. El mencionado corpus iuris, tal como lo sostiene la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva 18/03, se desprende directamente del género humano, es inseparable de la dignidad esencial de la persona y posee un carácter fundamental para la salvaguardia de los derechos tanto en el orden internacional como en el interno. En la actualidad alcanzó su máximo nivel de consagración al pertenecer al “jus cogens” y hacer descansar sobre él todo el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional, configurando un principio fundamental que nutre a cualquier ordenamiento jurídico y generando obligaciones erga omnes de protección que vinculan a todos los Estados y a los particulares. El ingreso al dominio del jus cogens revela que se emplaza como uno de los estándares más fundamentales de la comunidad internacional produciendo un efecto disuasivo, en la medida que señala a todos los miembros de dicha comunidad y a los individuos sometidos a las jurisdicciones estatales, que el principio exhibe un valor absoluto del cual nadie puede desviarse (CSJN, “Alvarez, Maximiliano y otros c/ Cencosud S.A.”, 7.12.2010, considerandos 3 y 4 del voto de la mayoría. Publicado en La Ley, revista del 29.12.2010).

III.a. Partiendo de tales importantes directrices cabe analizar la situación  planteada en los presentes, atento a que se alega un menoscabo concreto que la legislación ocasionaría a un colectivo de personas que se encuentran en una situación especial en función de ciertos padecimientos físicos o por carecer de alfabetización.

Puntualmente, la situación de las personas con dificultades visuales (u otra clase de padecimientos físicos que dificulten el ejercicio del sufragio) está contemplada en diversos pasajes de la ley 13.156. Así, el artículo 2 inciso “m”, prevé que “para facilitar el voto de los no videntes, se deben elaborar plantillas de cada Boleta Única en material transparente y alfabeto Braille, que llevarán una ranura en el lugar destinado al casillero para ejercer la opción electoral, que sirva para marcar la opción que desee, las que deberán estar disponibles en las mesas de votación”. En el artículo 8, párrafo tercero, se establece que “Los no videntes que desconozcan el alfabeto Braille serán acompañados por el presidente de mesa y los fiscales que deseen hacerlo, quienes se retirarán cuando el ciudadano haya comprobado la ubicación de las distintas opciones electorales propuestas por los partidos políticos en la Boleta Única y quede en condiciones de practicar a solas la elección de la suya”. En el decreto reglamentario (86/2011) se dispone que, en los dos casos antes mencionados, “cuando el votante no vidente haya finalizado de elegir y doblado las boletas, a su pedido, la autoridad de mesa lo ayudará a introducir sus votos en la urna”.

Como cierre del sistema normativo, podemos mencionar lo previsto en el artículo 94 del Código Electoral Nacional (aplicable supletoriamente en los comicios provinciales) en cuanto a que “Las personas que tuvieren imposibilidad concreta para efectuar todos o algunos de los movimientos propios para sufragar, serán acompañados por el presidente de mesa al cuarto oscuro, donde a solas con el ciudadano elector, colaborará con los pasos necesarios hasta la introducción del voto, en la medida que la discapacidad lo requiera” (texto incorporado por la ley 25.858, art. 1°).  

Observo que las distintas normas transcriptas conforman un verdadero sistema tuitivo de los derechos electorales de aquellas personas que encuentran algún tipo de dificultad material, por razones físicas, para el ejercicio concreto del sufragio. No advierto, ni han podido los amparistas acreditar con una mínima fehaciencia, que tales normas resulten insuficientes en orden a la debida protección de los intereses del colectivo que se busca tutelar.

Tampoco puede acogerse el reparo fundado en una supuesta violación del secreto del voto, atento a que el ordenamiento (tanto nacional como provincial) pone especial cuidado en que al ciudadano se le brinde la información necesaria para que pueda él mismo, a solas, escoger la opción electoral de su preferencia. Y, en última instancia, se prevé la actuación del presidente de mesa como autoridad electoral a los efectos de brindar el auxilio necesario al elector, garantizando de tal manera la seriedad, objetividad y transparencia del acto.  

Similares consideraciones cabe efectuar en cuanto a la situación de los ciudadanos analfabetos, correspondiendo agregar, además, que la incorporación en la boleta de la fotografía del candidato más la figura o símbolo que indentifica al partido político, federación o alianza brinda elementos que tienden a orientar a aquéllos en una medida mayor a la que disponían con el sistema anteriormente vigente.  

En definitiva, no se advierten elementos en la legislación cuestionada que lleven a presumir la existencia de un cercenamiento o disminución en la posibilidad de ejercicio de los derechos electorales de las personas con dificultades físicas o educacionales. Por el contrario, el marco normativo tiende a remover los obstáculos materiales que podrían impedir o hacer más difícil el ejercicio del sufragio para este particular colectivo de sujetos descartando así la posibilidad de existencia de algún tipo de violación al principio de no discriminación.

III.b. Tampoco cabe reconocer asidero a la alegada discriminación que se denuncia respecto de los candidatos que no alcanzan a figurar en la boleta única.

Más allá de que el actor Eduardo Toniolli, efectivamente, aparece en la boleta de candidatos a diputados remitida por el Tribunal Electoral y carecería de agravio en este punto, cierto es que el artículo 2 de la ley 13.156 prevé la posibilidad de que no todos los candidatos para la elección de diputados provinciales, concejales y miembros de comisiones comunales figuren en las boletas tampoco es menos cierto que el propio régimen establece la obligación de publicar en afiches o carteles de exhibición obligatoria  de manera visible y clara las listas completas de candidatos propuestos por las agrupaciones políticas, teniendo, de tal modo, razonable salvaguarda el derecho electoral activo de los candidatos y el derecho de los electores a conocer la totalidad de los integrantes de las distintas listas oficializadas.

Por lo demás, el nuevo sistema no parece diferir, al menos sustancialmente, de la tendencia que claramente se observaba en el sistema anterior, donde en la mayoría de las boletas oficializadas aparecían con caracteres resaltados y ampliados los nombres de los primeros candidatos y en caracteres mucho más pequeños y, por cierto, relativizados los nombres del resto de los integrantes de la lista.     

IV. Finalmente, debe también desestimarse la endilgada violación a criterios de oportunidad que alegan los amparistas aduciendo que la reforma sería irrazonable por inoportuna al no haber tiempo material para divulgar y mejorar el nuevo sistema.

 Es que el Máximo Tribunal nacional ha sostenido  que, en principio, no le compete al Poder Judicial expedirse sobre la oportunidad del dictado de una ley reglamentaria de derechos (Fallos: 295:814 y 302:457) en tanto la decisión sobre el momento o instante en que ella debe ser sancionada constituye una opción reservada a su autor, que no es otro que el Poder Legislativo. Y no concurren en el caso las excepcionalísimas situaciones en las que se ha permitido el contralor jurisdiccional de tal extremo (emergencias económicas o irrazonabilidad por modificación del contexto. V. Sagüés, ob. Cit. T. II, pág. 888). 

Sin perjuicio de ello, no puedo dejar de señalar, frente a los diversos planteos traídos por los actores, que ninguna reforma legislativa, máxime en una materia como la que se analiza en el caso, está exenta de cuestionamientos y polémicas. 

Muchas son las dudas que, comúnmente, surgen en los operadores y destinatarios de las nuevas disposiciones. Este Juzgador, que además de Magistrado es un ciudadano y elector más, sería ciertamente insincero si no admitiera cierto nivel de incertidumbre que lo embarga frente al nuevo régimen que se pretende implementar y tampoco puede ocultar la sorpresa y relativo estupor generado al momento de examinar las nuevas boletas electorales aplicables a la próxima elección primaria abierta y simultánea, ni las dudas que surgen a la hora de intentar una prospectiva sobre el desarrollo del comicio y el posterior escrutinio. También son públicas las discusiones y diferencias de visiones que han intercambiado, sobre este tema, los integrantes del Tribunal Electoral provincial y ciertos funcionarios del Poder Ejecutivo.  Pero esas dudas, incertidumbres y hasta ciertos razonables reparos de índole práctica, no pueden justificar la adopción de una decisión de graves consecuencias institucionales como es una declaración de inconstitucionalidad.    

En definitiva, el mayor o menor acierto del legislador y de los órganos políticos de origen electivo en las medidas que adopten en el normal ejercicio de sus funciones podrá ser evaluado, positiva o negativamente, por la ciudadanía, el electorado, la opinión pública, las organizaciones no gubernamentales vinculadas a la temática, las instituciones académicas, etc.; pero no habilita por sí mismo y en las concretas circunstancias de este caso, el ejercicio del control de constitucionalidad (cfr.: Fallos: 261:409; 306:1311; 304:1259, entre otros).

V. Como consecuencia de todo lo expuesto, se imopne el rechazo del remedio intentado debiendo aclararse, además, que la solución aquí propiciada torna inoficioso el análisis del resto de las discusiones planteadas, en especial, el alcance que correspondería asignar a una sentencia de acogimiento de la pretensión actoral a la luz de los precedentes “Halabi” y “Thomas” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

VI. No obstante la conclusión a la que se arribó en los considerandos anteriores, creo necesario poner de resalto que los problemas, reparos y dudas  generados alrededor del régimen en análisis, tuvieron, sin dudas, entidad suficiente para producir en los actores una genuina convicción acerca de la existencia de razón plausible para litigar. 

Por tal motivo, los gastos causídicos del presente amparo deberán ser impuestos en el orden causado (art. 17, 2da. parte, ley 10.456).

Consecuentemente, y a tenor de la normativa  citada, 

FALLO: 1. Desestimando el amparo interpuesto. 2. Imponiendo las costas en el orden causado. 3. Honorarios, Oportunamente. Insértese y hágase saber. (Autos: “BASTER, HORACIO Y TONIOLLI, EDUARDO c/ ESTADO PROVINCIAL DE SANTA FE s/ ACCIÓN DE AMPARO”, Expte. Nº76/11).- 

